PROYECTO DE RESOLUCIÓN

EL HONORABLE SENADO DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

R E S U E L V E :

ARTÍCULO 1°.- Peticionar al Gobierno Nacional que exija a la República Oriental del Uruguay el cumplimiento de sus compromisos internacionales, el respeto por el mantenimiento de la calidad del medio ambiente y la preservación efectiva de la calidad de las aguas del río compartido.

ARTÍCULO 2°.- De entenderlo necesario y adecuado, en ejercicio de los derechos procesales internacionales, denuncie los hechos nuevos vinculados a la producción de pasta de celulosa en el margen oriental del Río Uruguay, en territorio de la República Oriental del Uruguay ante la Corte Internacional de Justicia de La Haya y las violaciones que estos implican a los convenios suscriptos entre las partes y a los pactos internacionales.

ARTÍCULO 3°.- Requerir al Gobierno Nacional que habilite la activa participación de la Provincia de Entre Ríos, a través de los organismos pertinentes, en la elaboración de la presentación y estrategia judicial a desarrollar en el proceso internacional, atendiendo fundamentalmente al compromiso evidenciado por nuestra Provincia en la defensa del medio ambiente y a la directa afectación de intereses entrerrianos por la conducta asumida por el vecino país. 

ARTICULO 4°.- Comuníquese, etcétera.
FUNDAMENTOS

Honorable Cámara:

Como es bien sabido, el Gobierno de la Provincia de Entre Ríos ha asumido un serio compromiso con la protección del medio ambiente y de los recursos naturales que ha sido plasmado normativamente en el texto de la constitución reformada, en numerosas leyes dictadas por este Poder Legislativo y en numerosos actos de gobierno.

En ese plan, la Provincia acompañó el reclamo del pueblo entrerriano ante la situación ambiental presentada a partir de la autorización de instalación de industrias de plantas de pasta de celulosa sobre la vera oriental del Río Uruguay, por su impacto ambiental contaminante, transformando el tema en una cuestión institucional de trascendencia, lo que motivó en su oportunidad numerosas gestiones ante el gobierno nacional para que por la vía diplomática y la vía judicial internacional, se reclamara a la República Oriental del Uruguay el cumplimiento de los compromisos internacionales asumidos y la no contaminación del ambiente a partir de actos unilaterales potencialmente perjudiciales.

Fue así que en el año 2006 se inició finalmente un proceso judicial en la Corte Internacional de La Haya a donde acudió el Estado Nacional con el acompañamiento de la Provincia dentro de las posibilidades que el derecho internacional brindaba formalizando su reclamo ante la República Oriental del Uruguay, pretendiendo en aquella oportunidad una resolución y el despacho de una medida  cautelar contra la República Oriental del Uruguay, motivada en que ésta habría violado obligaciones que le corresponden de conformidad con el Estatuto del Río Uruguay, firmado por ambos países el 26 de febrero de 1975, que entró en vigor el 18 de septiembre de 1976, denunciando “la autorización de la construcción, la construcción y la eventual puesta en funcionamiento de dos plantas de pasta de celulosa sobre el río Uruguay”, con referencia en particular a los “efectos de dichas actividades sobre la calidad de las aguas del río Uruguay y su zona de influencia”.

En aquel proceso el Tribunal sentenció el 20 de abril de 2010 que efectivamente Uruguay incumplió obligaciones procesales previstas en el Estatuto del Rio Uruguay, sobre el procedimiento referente a la información que se le brinda a la otra parte, dejando en claro que Uruguay debió haber informado a la CARU (Comisión Administradora del Río Uruguay), antes de dar aprobación unilateral, sobre la intención de habilitar un emprendimiento que pudiera afectar al Río, sus recursos o la población que habita en las cercanías y que, en consecuencia, la cooperación de las Partes es fundamental para el cumplimiento efectivo del estatuto y que de aquí en más, la CARU deberá ser consultada con la debida anticipación sobre cualquier acción que se quiera llevar a cabo sobre el río compartido.

Que los lineamientos generales del fallo importaban la necesidad de un trabajo conjunto entre ambos países en el control de la actividad productiva contaminante encarada por la República Oriental del Uruguay que indudablemente afecta la calidad de vida, de las aguas y del ambiente en general de los argentinos, cuestión esta que no ha sido debidamente respetada por el vecino país.

Esto último se evidencia en las últimas autorizaciones que el gobierno uruguayo ha concedido a UPM para aumentar su producción de pasta de celulosa, inicialmente a 1.2 millones de toneladas y recientemente a 1.3 millones, con el consiguiente incremento en la generación y desecho de sustancias nocivas, que sin lugar a dudas afectan los intereses locales.

Los incrementos de las sustancias contaminantes han podido ser detectados por análisis realizados por laboratorios internacionales (los laboratorios Pacific Rim y Exova, ambos de Canadá) donde se ha precisado que se han detectado pesticidas organoclorados, organofosforados, carbámicos y/o pirotroides, así como un apartamiento de la normativa vigente si se considera la temperatura de las aguas volcadas con relación a la temperatura promedio del río y la presencia de fenoles en los efluentes, entre otras irregularidades.

El gobierno uruguayo, pese a contar con esta información, nuevamente en forma unilateral ha tomado decisiones que perjudicarían el ambiente compartido con nuestro país y especialmente con nuestra Provincia, sin abrir ninguna instancia de dialogo al respecto, incumpliendo en definitiva con los términos generales del fallo de 2010.

Frente a esta situación, considerando los antecedentes referenciados y lo previsto en el artículo 27 de la Constitución Nacional, norma por la cual el Estado Nacional resulta ser el legitimado para las acciones internacionales como las aquí necesaria, resulta de singular trascendencia requerir a éste que, por la vía que entienda pertinente y más adecuada para el mantenimiento de las relaciones diplomáticas entre ambos países, exija a la República Oriental del Uruguay el cumplimiento de sus compromisos internacionales, el respeto por el mantenimiento de la calidad del medio ambiente y la preservación efectiva de la calidad de las aguas del río compartido. 

El conflicto entre partes involucra la defensa del medio ambiente y de los derechos humanos y resulta ser de competencia de la Corte Internacional nos solo por esta materia, sino por ser el presente conflicto una derivación de la sentencia ya dictada por aquel organismo que no ha sido debidamente observada por la República Oriental del Uruguay, amen de los compromisos suscriptos por ésta al suscribir el Tratado del Río Uruguay, el Estatuto del Río Uruguay, la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados del año 1969, el Tratado Internacional de la ONU sobre el Uso no Navegable de los Cursos de Agua Internacionales, el Convenio de Basilea sobre Movimientos Transfronterizos de Residuos Peligrosos, el Acuerdo Marco sobre Medio Ambiente del Mercosur del año 2001 y la Declaración de Estocolmo del año 1972. 

Por todo lo expuesto es que se solicita la aprobación de la presente Resolución.

